SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°036
RADICACIÓN: 660013187003202000007-01
ACCIONANTE: WILLIAM DE JS. HERNÁNDEZ O.
SE CONFIRMA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / DEBERES DE LAS ENTIDADES QUE INTEGRAN ESTE SISTEMA ESPECIAL DE SALUD: USPEC, CONSORCIO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2019  E INPEC.
… el funcionario de primera instancia luego del análisis previo, consideró que se vulneraron las prerrogativas reclamadas por el señor HERNÁNDEZ OCHOA, privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, quien señala que por sus quebrantos de salud no han sido atendido en el área de sanidad penal, por lo cual pide su protección.

En principio debe decirse que el afectado es un sujeto de especial protección como quiera que se trata de una persona que está privada de su libertad y por ende se encuentra en una especial relación de sujeción con el Estado, en particular con las autoridades legalmente constituidas para dirigir dichos establecimientos, vista su clara situación de subordinación. (…)
… ha señalado la jurisprudencia frente al derecho fundamental a la Salud de las personas privadas de la libertad, que es una obligación del Estado el garantizar a los mismos el acceso efectivo y oportuno a los servicios de salud. Así se ha dicho:

“Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso recordar que la garantía del derecho a la salud no puede ser suspendida ni restringida a quienes se encuentran privados de la libertad, en tanto su desconocimiento afecta otros derechos fundamentales como la vida y la dignidad humana”. (…)
El Gobierno Nacional reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a las personas privadas de la libertad y se creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual se señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la Unidad Nacional de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, la cual suscribió el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- para tal efecto. Igualmente en marzo 29 de 2019 se firmó nuevo contrato de fiducia mercantil #145. (…)

… es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dichas personas, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que tampoco pierde la condición de obligada en velar por el cuidado integral y oportuno en salud a quienes se hallan privados de la libertad. Así mismo, el Establecimiento Penitenciario también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones respectivas, no solo para pedir a través de la plataforma CRM MILLENIUM las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a los internos, sino la posterior remisión del enfermo a las IPS donde será atendido.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinte (2020)
                                                                   Acta de Aprobación No. 158
                                                   Hora: 7:40 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, en contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida por el señor WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ OCHOA.
2.- DEMANDA 

Señala el señor HERNÁNDEZ OCHOA, interno en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, que padece de diversas enfermedades, frente a lo cual el servicio de sanidad del centro de reclusión ha hecho caso omiso pese a que sus problemas de salud son complejos y aumentan cada día, por lo que acude a la acción de tutela para obtener una atención médica y lograr ser valorado por especialistas.

Luego de pronunciarse en extenso en relación con el derecho fundamental de petición, así como acerca de la procedencia y legitimidad de la acción de tutela, pide que se le brinden los servicios de especialistas por los 14 problemas de salud que sufre y que colocan en riesgo su integridad física; igualmente aduce que las dolencias que de manera continúan lo afectan son una migraña frecuente, y un “palillo” incrustado en su garganta, entre otras. Así mismo, pide valoración por especialistas toda vez que tiene tornillos y platino en la clavícula, lo que le impide hacer movimientos en las extremidades superiores, servicio odontológico y finalmente solicita exámenes generales de todo su organismo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y dispuso  correr traslado de la misma al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira y a la Fiduprevisora, quienes al respecto así se pronunciaron:

- La apoderada judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 -integrado por las sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.- luego de hacer alusión al Contrato de Fiducia Mercantil 145 de 2019, refiere que carece de legitimación en la causa al no tener competencia alguna para la prestación de los servicios asistenciales, la cual está reservado a las IPS o a las ESE y demás entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Frente al caso en concreto indica que dicho Consorcio ha contratado la red de servicios intramural y extramural del EMPSC de Pereira donde se encuentra recluido el accionante y habilitó el aplicativo Millenium, para que los centros penitenciarios y carcelarios, sin necesidad de requerir al Consorcio PPL 2019, realicen las solicitudes de autorizaciones que los internos requieran con previa orden médica, sin que a la fecha se haya realizado ninguna petición respecto al señor  WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ OCHOA.  

Aduce además que aunque el actor señala que requiere 14 especialistas, al carecer de conocimiento científico, erróneamente podría solicitar tratamientos médicos ineficientes frente a sus patologías, y por ende solo por medio del diagnóstico se puede determinar la necesidad y pertinencia de lo requerido, máxime que no allegó soporte médico, y por ende la importancia de la valoración inicial por el galeno del centro carcelario quien establecerá la viabilidad del servicio reclamado. Pide su desvinculación de este trámite, y se ordene al área de sanidad del Establecimiento Carcelario programar examen por odontología y por medicina general, para que sea allí donde se dilucide el procedimiento a seguir.
- El Director del Estabelecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira informó que en septiembre 26 de 2019 se le realizó examen médico de ingreso al señor HERNÁNDEZ OCHOA, quien le envío exámenes de laboratorio, los cuales se efectuaron, a la vez que fue atendido por odontología.  Pide se nieguen las pretensiones, en tanto no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno.

3.2- Culminado el término constitucional, el funcionario a quo profirió decisión en enero 24 de 2020 por medio de la cual amparó los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ, y por consiguiente le ordenó al INPEC que en el menor tiempo posible se haga lo pertinente en coordinación con la Fiduprevisora S.A., para que se le preste la atención que necesita el actor, e igualmente, que continúe con la prestación de la cobertura integral respecto de “los males” que ameritaron la interposición de la tutela, y para ello se deberá remitir al actor a la IPS autorizada conforme al Contrato de Fiducia Mercantil.

4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, expresa que dicha entidad no es ni puede confundirse con una de aseguramiento en salud en tanto su naturaleza está constituida como una entidad fiduciaria, la que tiene por objetivo contratar y administrar los recursos del Fondo Nacional de Salud para las personas privadas de la libertad, por lo cual no puede ordenárseles que garanticen tratamientos integrales, al igual que controles médicos, o procedimientos quirúrgicos, ya que en conjunto con las otras dependencias vinculadas a la tutela, cada una cumple un rol diferente
Si bien en el recurso se hace alusión al Establecimiento Penitenciario de Popayán, y a un interno que no corresponde al acá accionante -lo cual al parecer obedeció a un error de plantilla-, en términos generales estima que la expedición de autorizaciones en salud le compete al Consorcio y la materialización y cumplimiento de la orden médica al INPEC conforme el Manual Técnico Administrativo para la prestación de servicios de salud a la PPL, y si el actor necesita ser evaluado  para determinar las patologías que padece, el establecimiento debe trasladarlo al área de sanidad para que el galeno disponga su tratamiento y si se ordena consulta especializada se debe solicitar por la plataforma, y de ahí en adelante deberá la reclusión gestionar las autorizaciones conforme a los procedimientos prescritos.
Pide su desvinculación de este trámite, y reclama que se modifique el fallo de primera instancia, para al área de sanidad de la cárcel que realice valoración al interno  y determine la necesidad del servicio de salud reclamado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo opugnado, en cuanto tuteló los derechos del señor WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ OCHOA; y, de acuerdo con ese resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este trámite el funcionario de primera instancia luego del análisis previo, consideró que se vulneraron las prerrogativas reclamadas por el señor HERNÁNDEZ OCHOA, privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, quien señala que por sus quebrantos de salud no han sido atendido en el área de sanidad penal, por lo cual pide su protección.

En principio debe decirse que el afectado es un sujeto de especial protección como quiera que se trata de una persona que está privada de su libertad y por ende se encuentra en una especial relación de sujeción con el Estado, en particular con las autoridades legalmente constituidas para dirigir dichos establecimientos, vista su clara situación de subordinación. Sobre el particular, el máximo órgano en materia constitucional ha referido
:

“Esta Corporación ha considerado la salud como un derecho fundamental autónomo con especial énfasis cuando se trata de amparar a sujetos de especial protección como los discapacitados y los reclusos en establecimientos penitenciarios y carcelarios, entre otros. Respecto de la atención en salud de las personas recluidas en estos establecimientos la Ley 65 de 1993, o Código Penitenciario y Carcelario, señala la responsabilidad y obligación estatal de asumir la prestación y atención en salud de toda la población carcelaria y establece las formas bajo las cuales ésta se debe desarrollar. La atención médica debe llevarse a cabo de manera oportuna, adecuada y efectiva, toda vez que el pleno goce del derecho fundamental a la salud de los internos depende de la oportuna y eficiente gestión del Estado en la prestación de la misma”.

Si bien es cierto, el actor está privado de su libertad, lo que implica que algunos de sus derechos se ven limitados por causa de la medida o sanción penal que le fuera impuesta, otros permanecen incólumes y es deber del Estado velar para que sean debidamente garantizados, entre los cuales se encuentra sin lugar a dudas el derecho fundamental a la salud, como desde otrora lo tiene sentado la Corte Constitucional
:
“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. […]

 

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.

También ha señalado la jurisprudencia frente al derecho fundamental a la Salud de las personas privadas de la libertad, que es una obligación del Estado el garantizar a los mismos el acceso efectivo y oportuno a los servicios de salud. Así se ha dicho:

“Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso recordar que la garantía del derecho a la salud no puede ser suspendida ni restringida a quienes se encuentran privados de la libertad, en tanto su desconocimiento afecta otros derechos fundamentales como la vida y la dignidad humana. Al respecto, la Corte ha sostenido lo siguiente:

 

“En el campo de la salud es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. Ha de someterse a unas reglas generales y predeterminadas, indispensables por razones de organización y seguridad. […]
El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura” 
.
 
El derecho a la salud de las personas privadas de la libertad debe entonces ser garantizado en condiciones de igualdad, no solo porque se encuentra estrechamente vinculado con los derechos a la vida y a la dignidad humana, sino también “por la relación especial de sujeción del interno con el Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo
”.

En este caso, el señor WILLIAM DE JESÚS reclama atención médica especializada para las 14 patologías que dice padecer, sin que se hubiera allegado acreditación alguna al respecto; no obstante, de la información que el mismo entregó y que no fue desvirtuada por ninguno de los funcionarios y entidades vinculadas, se desprende que al parecer sufre de quebrantos derivados de “migraña” que le produce constantes dolores de cabeza, su garganta se encuentra afectada por un cuerpo extraño que tiene incrustado, así como los problemas de movilidad que sufre en sus miembros superiores derivados del material de osteosíntesis que soporta en su clavícula, y otras dolencias de índole odontológico. 

Para la Sala, y conforme lo narrado por el actor, esas son las afecciones que lo llevaron a solicitar la protección constitucional, y al desconocerse si en efecto por parte de las instituciones carcelarios se le ha brindado la atención en salud que requiere, el a quo procedió a su protección, amén de la situación de indefensión en que se encuentra.

Ahora, como en el recurso impetrado por la apoderado judicial de Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 se discute no solo la competencia de la entidad para atender el servicio de salud del accionante, sino también la falta de diagnóstico del accionante e incluso el tratamiento integral que fuera ordenado, acerca de todo ello debe decirse lo siguiente:

El Gobierno Nacional reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a las personas privadas de la libertad y se creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual se señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la Unidad Nacional de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, la cual suscribió el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- para tal efecto. Igualmente en marzo 29 de 2019 se firmó nuevo contrato de fiducia mercantil #145.
Frente al servicio de salud de la población privada de la libertad y con el fin de establecer quién tiene la competencia en su prestación, la Corte Constitucional
 plasmó lo siguiente:

“El artículo 66 de la Ley 1709 de 2014 ordenó al Ministerio de Salud y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- la creación de un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Para ello creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, al que encargó la contratación de la prestación de servicios de salud a todas las personas en tal situación.

En desarrollo de lo anterior, la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC. 

Por su parte, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 expedido por el Gobierno el 24 de noviembre de 2015, establece que en desarrollo de las funciones previstas en el Decreto 4150 de 2011, corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.

En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

En consecuencia, la obligación en cabeza de la USPEC de asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017. Si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones. Así lo ha considerado la jurisprudencia especializada (Cfr. CC T- 127 de 2016)”.

Se aprecia entonces, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dichas personas, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que tampoco pierde la condición de obligada en velar por el cuidado integral y oportuno en salud a quienes se hallan privados de la libertad. Así mismo, el Establecimiento Penitenciario también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones respectivas, no solo para pedir a través de la plataforma CRM MILLENIUM las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a los internos, sino la posterior remisión del enfermo a las IPS donde será atendido.

Es decir, tanto el Consorcio PPL 2019 y el INPEC, por intermedio de  las IPS internas o externas con las que se contrate para tal efecto, son los encargados de brindar la atención a la población privada de su libertad, por lo cual tienen el deber de  brindar la atención en debida forma y en oportunidad a quienes son sujetos de tal cobertura, con la debida pertinencia para que los servicios médicos que necesiten les sean brindados de forma pronta y eficaz.

En el presente asunto y como ya se indicó, el a quo amparó el derecho a la salud  y vida digna del demandante pero sin indicar en momento alguno cuáles eran las dolencias por las cuales se amparaba el derecho que se reclama, y si bien ordenó que al mismo se le prestara la atención médica requerida, debía al menos señalarse de manera específica cuál o cuáles son las dolencias que al parecer padece al actor para que la orden en tal sentido fuera concreta y sin ambigüedad alguna. Lo dicho, si en cuenta se tiene que se dispuso a favor del interno el tratamiento integral, y una orden indeterminada daría pie para que cualquier dolencia, por pequeña que ella fuera, se considerara como protegida por vía de tutela, lo cual obviamente no puede ser así. 

Precisamente tal circunstancia, lleva al Consorcio PPL 2019 a reclamar, con absoluta razón, que debe en principio procederse a diagnosticar las dolencias que en realidad posee el interno, para de ahí saber cuál es el procedimiento que dispongan los médicos tratantes, en tanto no basta que el actor manifieste que sufre diversos males y que requiere 14 especialidades para su atención, cuando de lo allegado a la actuación poco o nada se sabe sobre ese particular.

Ahora, en relación con el derecho al diagnóstico, debe decirse que los literales a), c) y d) del artículo 10º de la Ley 1751 de 2015 se refieren al diagnóstico médico al señalar que todo paciente tiene derecho: (i) a obtener una atención en salud integral, oportuna y de alta calidad; (ii) a mantener una comunicación plena, permanente y expresa y clara con el profesional de la salud tratante; y (iii) a obtener información clara, apropiada y suficiente sobre el tratamiento y los procedimientos a seguir ante determinada patología.
Así mismo, la Corte Constitucional en la sentencia T-196/18, en relación con el derecho al diagnóstico ha indicado:

 “[…] el derecho al diagnóstico debe entenderse como “una valoración técnica, científica y oportuna que defina con claridad el estado de salud del paciente y los tratamientos médicos que requiere”
.
En relación con este derecho, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el diagnóstico efectivo se encuentra compuesto por tres etapas a saber: identificación, valoración y prescripción. La etapa de identificación comprende la práctica de los exámenes previos que se ordenaron con fundamento en los síntomas del paciente. Una vez se obtengan los resultados de los exámenes previos, se requiere una valoración oportuna y completa por parte de los especialistas que amerite el caso, quienes, prescribirán los procedimientos médicos que se requieran para atender el cuadro clínico del paciente”
.
 
Si bien en atención al principio de buena fe la Sala no puede menos que admitir que en efecto el señor WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ al parecer sufre de algunas afecciones que por supuesto ameritaban la intervención del juez constitucional, por lo cual la orden emitida por el a quo  para que se le presten los servicios en salud se hacía necesaria, en sentir de la Corporación la orden se quedó corta en tanto en la misma debió disponerse una valoración médica completa al accionante, para de ese modo poder determinar qué patologías presenta, todo con el fin establecer cuál es su diagnóstico y disponer en consecuencia los procedimientos o tratamientos que en realidad requiere, y así lo dispondrá la Corporación.

Finalmente, en relación con la protección integral del derecho a la salud que otorgó el a quo, el artículo 8º de la Ley 1751 de 2015 define ese amparo de la siguiente manera:

 

“Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

 

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada”.

Y frente a ese mismo particular, la Jurisprudencia Constitucional en sentencia T-402 de 2018, refirió:
“La Corte ha considerado que es posible solicitar por medio de la acción de tutela la garantía del tratamiento integral, cuando con ello se pretende asegurar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante.
 Esta Corporación ha manifestado que el reconocimiento de dicho amparo requiere “(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr [superar o sobrellevar] el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”,
 precisando que el reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud debe ir acompañado de indicaciones precisas que hagan determinable la orden del juez de tutela. Esto, por cuanto no le es posible a la autoridad judicial dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, pues, de hacerlo, se estaría presumiendo la mala fe de la entidad promotora de salud, en relación con el cumplimiento de sus deberes y obligaciones para con sus afiliados.

En este asunto, y como viene de verse, no se ha logrado esclarecer cuál es el diagnóstico de las dolencias que sufre el demandante, en tanto solo hizo referencia a algunas de ellas, pero a la hora de ahora no se cuenta con un diagnóstico que permita dilucidar a ciencia cierta cuál es la enfermedad o enfermedades específicas que presenta; por lo tanto, en criterio del Tribunal no se acreditan las exigencias para disponer el tratamiento integral que en su momento ordenó el a quo.

Lo anterior, aunado a que si bien el señor WILLIAM HERNÁNDEZ señala que ninguna clase de intervención médica ha tenido en el Establecimiento Carcelario, de la información arrimada por el Director de dicho Centro de Reclusión se observa que el mismo si ha recibido tal servicio e igualmente se le han formulado medicamentos y prescritos algunos exámenes
.

En consecuencia, la Sala confirmará parcialmente la decisión proferida por el titular del Juzgado Tercero de ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para en su lugar modificar el numeral segundo de la parte resolutiva, con miras a ordenar tanto al INPEC como al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, que en el marco de sus competencias y dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, se proceda por uno de los galenos adscritos al área de sanidad del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, a realizar una valoración médica completa al accionante, y de ese modo establecer qué dolencias realmente presenta. En el evento que así sea requerido, se remitirá ante las IPS que prestan el servicio de salud a los internos para obtener los exámenes especializados que pueda requerir. Una vez determinado cuál es el diagnóstico, se deberán gestionar a favor del interno los procedimientos o tratamientos que requiera.

De igual manera y como ha quedado dicho, se revocará el numeral tercero de la parte motiva del fallo en cuanto se concedió el tratamiento integral, porque a la hora de ahora no se sabe con claridad afectación en la salud padece, ni mucho menos se encuentra establecido que por parte de las entidades encargadas de la salud de la población privada de la libertad se le haya negado algún servicio esencial.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia dictada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto amparó los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor WILLIAM DE JESÚS HERNÁNDEZ OCHOA.
SEGUNDO: SE MODIFICA el numeral segundo de la parte resolutiva del referido fallo, para en su lugar ordenar al INPEC y al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2019, que en el marco de sus competencias y dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de este fallo, se proceda en los términos indicados en el cuerpo motivo de esta providencia con el fin de establecer la clase de padecimientos que presenta el interno HÉRNÁNDEZ OCHOA.
TERCERO: SE REVOCA el numeral tercero de la parte resolutiva del fallo, en cuanto se concedió a favor del señor HERNÁNDEZ OCHOA el tratamiento integral, con fundamento en lo indicado en las consideraciones de esta providencia.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sentencia T-190 de 2013.


� Sentencia T-535 de 1998.


� Sentencia T-535 de 1998. Reiterada en la sentencia T-388 de 2013.


� Sentencia T-185 de 2009.


� Sentencia T-127 de 2016.


� CSJ STP, 7 dic. 2017, Rad. 95608.


� Corte Constitucional, sentencia T- 100 de 2016 (M.P. María Victoria Calle) 


� Corte Constitucional, sentencia T-100 de 2016, T-725 de 2007, T-717 de 2009, T-047 de 2010, T-050 de 2010 y T-020 de 2013 entre otras. 


� Corte Constitucional, sentencia T-178 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo.


� Corte Constitucional, sentencia T-531 de 2009. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, sentencia T-092 de 2018. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Ver folios 16 y ss. 
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